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«El seu record, perd, restari ineshorrable en aquells que hem tingut el goig de ser els seus

col-laboradors i, en qualsevol cas, el seu pas per la Comissid Juridica Assessora quedara ja
per a la Histdria. Ell n'ha estar artifex més determinant i l'home que, profundament
identificat amb la seva tasca, des d aquella presidéncia discreta, peré impregnada de con-
viccid, haurd contribuit a la seva consolidacié dins del nostre sistema d'institucions.»

1. Comisién Jurfdica Asesora, Meméria i dictamens 1994, Generalidad de Cataluiia, Barcelona,
1995, vol. 1, fn Memoriam, pig. 7.

Autonomies, nam. 21, diciembre de 1996, Barcelona.
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Me adhiero con entusiasmo al homenaje mediante esta aportacion, ya que son
varias las razones que me unen al proyecto.

La primera, porque con Josep Maria Vilaseca —aparte de la amistad directa—
tuve el placer de compartir varias actividades: una, la de intervenir bajo su direccién en
la redaccion del Reglamento del IT Congreso Juridico Caraldn el afio 1971; otra, la de
participar con él —y con Ramon Faus i Esteve, Francisco Ferndndez de Villavicencio,
Josep M. Puig Salellas y Enric Argullol— en la ponencia que redacté el «Dictamen
sobre el Projecte de I'Estacut d’Autonomia»;* otra mis, la de compartir las funciones
consultivas en la Comisién Juridica Asesora, de la que fue presidente durante nueve
afios, dando ejemplo siempre y en grado superlativo, como servidor puiblico, de gran
austeridad y eficacia, cualidades que estuvieron presentes en todas sus actividades, que
no fueron pocas;* y, finalmente, la de haber colaborado, ya hace afios, con él y otros
compaferos en la elaboracién de un trabajo por encargo de la Academia de Jurispru-
dencia y lLegislacion de Caraluiia, precisamente sobre La reforma de {'Administracié
local de Catalunya,’ tema que pone de manifiesto una de las materias por las que
Vilaseca mostré mucho interés,’ y que, ademds, también explicé en la universidad
bajo el titulo de L'Administracis territorial localS y que ahora me sirve de motivo y de
satisfaccién para escribir estas reflexiones aproximativas a la funcién consultiva sobre las
delimitaciones y modificaciones territoriales locales, con lo que pienso que enlazo dos
dmbitos de inquietudes y dedicaciones por las que Josep Maria Vilasea tuvo un especial
afecro. Inquietud que proyecté con ilusién en la universidad’ y dedicacién que prestd de
manera entrafiable a la Comisién Juridica Asesora hasta su fallecimiento.

La segunda razén de satisfaccién por participar, ahora y aqui, estriba en poder
constatar que esta revista, Autonomies. Revista Caralana de Dret Public, fue creada por
la Escuela de Adminiscracién Pablica de Caralufia mientras era su director el que
suscribe el presente trabajo —y que contd en este proyecto con las sugerencias del

2. Dictamen que lleva fecha del 3 de octubre de 1979.

3. S6lo hay que ver cualquiera de las referencias necrolégicas para confirmar lo que acabamos de
decir. Para rodas véase Anuari de l'lnstivut d Estudis Catalans, Curs 1994-1995, pag. 183-202 (que recoge
los trabajos de Jordi Porta; Josep M. Puig Salellas; Eugeni Gay; Joan Albaigés y Emili Giralt, que glosan
las diversas facetas profesionales de la vida de Josep Maria Vilaseca). Ahara sélo destacamos aquellos
aspectos de mayor relevancia juridica: fue miembro de la Junra del Colegio de Abogados (1969-1973),
alma del Cengreso Juridico Cataldn (1971), presidente y director de la Revista furidica de Catalunya
(1970, 1983-1995), miembro de la Academia de Jurisprudencia y Legislacidn de Catalufia (1965-1995},
miembro del Instituto de Estudios Catalanes (19911995} y formd parte de varios consejos de adminis-
tracién, juntas directivas y patronatos de diversas sociedades y enridades.

4. Bajo la presidencia de Josep Maria Vilaseca formaban parte de la Comisién: Octavi Salter i Soler,
Enric Argullol i Murgades, Eduard Bofill i Polino y Josep-Enric Rebés i Solé. Para ser respetuosos con la
verdad, recuerdo que inicialmente también formé parte de la Comisién el compafiero Tomas Pou, que
una vez muy avanzado el trabajo, y a causa de algunas discrepancias, prefirié rerirarse. Este trabajo se
publicé en la Revista Juridica de Catalunya, nimero 4. octubre-diciembre, 1978, pig. 185-217.

5. Los temas de organizacién territerial le llamaron la atencién, como lo demuestran, ademds de los
trabajos citados, los siguientes: «La divisid territorial de Catalunya | UAdministracid piblica autonimicas
(cuatro articulos publicados en Azui, en marzo de 1981, que ademds fueron galardonados con el premio del
diario de aquel afio) y «La divisid territorial de Catalunya» (ponencia de la mesa redonda organizada por la
Sociedad Catalana de Ordenacidn del Territorio del Instituto de Estudios Caralanes, Termssa, 1985,

6. Leccién pronunciada en un curso de la Universidad Menéndez y Pelayo en Barcelona el dia 25 de
septiembire de 1984, Publicada después en la Revisia Juridica de Catalurtya, 1985.

7. Vilascea fue profesor ritular de derecho administrative de la Universidad Auténoma de Barcelona

(1983-1986).
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profesor Tomas Font—,* junto con el Instituto de Estudios Autonémicos, del que
entonces era director Vilaseca. El hecho de que se haya publicado el nimero 21 de la
Revista, bajo la responsabilidad del profesor Joaquim Ferret, pone de manifiesto que
su fundacién fue un acierto y su continuidad es también un homenaje a Josep Maria
Vilaseca.

Por tanto, cumplo con satisfaccién, por partida doble, la presente colaboracién.

II. Alcance de las presentes reflexiones

El estudio de la relacién entre la funcién consultiva y la Administracién local ha
despertado escaso interés.” A pesar de que en el aspecto concreto de la alteracién de
términos municipales la intervencién del Consejo de Estado tiene una larga tradicién,™
lo que comporta una abundante e importante produccién de dictimenes sobre esta ma-
tetia," éstos no han sido objeto de mucha atencién'? por parte de la doctrina cientifica.

En el presente trabajo no nos referiremos tinicamente a las alteraciones municipales
en el sentido estricto (agregaciones-segregaciones, fusiones y disfuncionalidades territo-
riales), sino rambién a otras actuaciones como son las relativas a la divisién comarcal.

Igualmente trataremos dentro del mismo epigrafe, a pesar de que metodolégica-
mente pueda ser criticable, la creacién de municipios de régimen especial, la constitu-
cién, modificacién y supresién de entidades municipales descentralizadas. Seguimos
este criterio porque en todos estos supuestos el territorio desempefia un papel funda-
mental por el hecho de ser un elemento insustituible y, ademds, porque en todos, la
intervencién de la Comisién Juridica Asesora cumple una funcién similar. Por el con-
trario, no haremos ninguna referencia a las entidades locales de caricter asociativo,
sino que sélo consideraremos las de cardcter territorial en las que tenga alguna inter-
vencidn la Comisién Juridica Asesora.

No prerendemos tampoco hacer un examen exhaustivo de toda la funcién consul-
tiva, ya que ésta la realiza también la Comisién de Delimitacién Territorial,' sino
tnicamente la de caricter juridico, es decir, aquella que corresponde a la Comisién
Juridica Asesora, y esto lo haremos mds para plantear cuestiones o sugerir interpreta-

8. Efectivamente, en este proyecto tuve desde el primer momento la desinteresada colaboracién del
buen amigo y profesor Tomis Fone i Llover.

9. Una vez mds hay que sefalar la paradoja de que a pesar de que desde el 4mbito de la Administra-
¢i6n local se han hecho aportaciones notables al derecho administrarivo, esta circunstancia no haya esti-
mulade més la docrrina. Blanquer Criado, D.V., Consejo de Estado y Autonomias, editorial Tecnos, Ma-
drid, 1994, pag. 17, se refiere al olvido de la relacién entre el Consejo de Estado y la autonomia local. El
trabajo de Aguilar Ferndndez-Hontoria, Jaime, «Una aproximacién a la redefinicién de fas relaciones
Consejo de Estado-Corporaciones Locales en ¢l nuevo marco constitucionals, en Revista de Adminisira-
cién Piblica, nimero 105, septiembre-diciembre, 1984, citado por el auror anterior, constituye una
excepcidn digna de mencién.

10. Ley de ayunramientos de 1845, articulo 5.

11. Véase Barrance Vela, R., Creacidn y segregacion de municipios, editerial Marcial Pons, Madrid,
1993, en particular pig. 272.

12. Algunos antecedentes respecto a la intervencién del Consejo de Estado en el dmbito local se
pueden ver en Cordero Torres, José Maria, £l Consejo de Estado, su trayectoria y perspectivas en Espafia,
editorial Instituto de Estudios Poliricos, Madrid, 1944, pig. 183 y 184,

13. La Comisién de Delimiracién Territorial fue creada por Ia Ley 8/1987, de 15 de abeil, municipal
y de régimen local de Catalufia (articulo 26). Ha realizado, en esta materia, una importante y cualificada
tarea —como lo demuestran sus documentados informes— que, por ranto, merece ser destacada.



92 AUTONOMIES - 21

ciones que para dar soluciones con pretensién de permanencia, Para hacer esta rarea
nos serviremos, siempre que sea posible, de la doctrina de la Comisién Juridica Aseso-
ra en los supuestos en que exista.

III. Consideraciones generales sobre la funcién juridico-consultiva en relacién
con las delimitaciones y modificaciones territoriales locales

El analists de la proyeccién de la funcién consultiva respecto de las delimirtaciones
y modificaciones territoriales de cardcrer local plantea una rica problemitica que abar-
ca, como veremos, los aspectos més sustanciales de aquella funcién.

Para apreciar la importancia apuntada, s6lo hace falta que reflexionemos sobre la
funcién consultiva que el ordenamiento —empezando por la Ley 7/1985, de 2 de
abril, reguladora de las bases del régimen local— atribuye en esta materia'? al Consejo
de Estado, a los 6rganos consultivos de las comunidades auténomas y, en particular,
en el caso de Catalufia, a Ia Comisién Juridica Asesora.

El hecho de que los dictdmenes de los referidos 6rganos consultivos tengan en un
lado un ente de caricter local —a menudo un municipio— y en el otro el Gobierno
(ya sea central o autonémico) y que, ademds, los dictimenes sean siempre preceptivos
y a veces vinculantes, plantea una serie de cuestiones importantes que simplemente
apuntamos: ;eudl es la funcién, en estos casos, del dictamen vinculante?, ;qué tipo de
vinculacién crean?, ;cuil es el bien que protegen?, la preceptividad y, en su caso, la
vinculacién del dictamen ;compromete la autonomia local o la iniciativa democrética
vecinal? o, por el contrario, y ademds, jel dictamen vinculante representa una vulnera-
cién del principio democritico de plena responsabilidad del Gobierno, o presupone
una colaboracién o coparticipacidn en el ejercicio de la funcién ejecutiva que constitu-
cional y estatutariamente corresponde al Gobierno del Estado o al autonémico?

A las anteriores preguntas hay que afiadir que el ordenamiento (Ley de bases de
régimen local, Ley municipal de régimen local de Catalufa, Ley de organizacién co-
marcal de Cartaluiia y Reglamento de demarcacién tetritotial y poblacién de los entes
locales) condiciona las operaciones de modificacién o de alteracién territoriales al
respeto de determinados criterios o a la concurrencia de unos requisitos que a menudo
tienen una expresién indeterminada pero que otorgan una gran amplitud a lz funcién
consultiva de la Comisién Juridica Asesora.

Creemos que las cuestiones apuntadas —que ahora examinaremos mis detenida-
mente— constatan la variedad de la problemdtica antes anunciada.

. Peculiaridades de los dictamenes de la Comision furidica Asesora. Su cardcter

y finalidad

El criterio de atribucién comperencial a favor de la Comisién Juridica Asesora es
doble, ya que, por un lado, el articulo 3.2, letras « e i del Decreto legislativo 1/1991,

14. Elarticulo 13.1 de la mencionada Ley dice: «La creacidn o supresién de Municipios, asf coma la
alreracién de términos municipales, se regulard por Ia legislacién de las Comunidades Auténomas sobre
régimen local. Requeririn en todo caso audiencia de los Municipios interesados y dictamen del Consejo
de Estado o del drgano consultive superior de los Consejos de Gobierno de las Comunidades Auténo-
mas, $i existiere...»
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de 25 de marzo, que aprueba el texto refundido de las leyes reguladoras de la Co-
misién {en adelante, simplemente texto refundido) determina una serie de casos en los
que el dictamen es preceptivo; y, por otro lado, la propia norma contiene una cldusula
genérica de remisién a toda aquella normativa que exige la obligacién de solicitar
dictamen (articulo 3.2j) de la mencionada disposicién).

Con el fin de conocer cuiles son las funciones consultivas que la norma atribuye a
la Comisi6n Juridica Asesora es preciso ver qué dice el texto refundido. El articulo 5.1
de este texto establece que las funciones de asesoramiento son dnicamente de cardcter
juridico, y en ningfin caso corresponde a la Comisién Juridica Asesora el juicie politi-
co ni el de oportunidad. La Comisién Juridica Asesora, en la Memoria de 1995,
dedica varias consideraciones a la funcién consultiva y respecto a este precepto dice
que comprende dos partes bien diferenciadas en lo relativo a la delimitacién de la
funcién consultiva: una positiva y otra negativa. Pero por otra parte también debemos
afiadir que la funcién de asesoramiento es susceptible de varias valoraciones. En efec-
to, puede limitarse a la asepsia juridica del cumplimiento formal de la ley, cosa que
comportarfa una actuacién meramente defensiva, o bien velar también por el cumpli-
miento efectivo del conjunto de valores constitucionales y no dinicamente para que no
se vulneren, como recuerda la citada Memodriz de [a Comisidn Juridica Asesora.

Es este aspecto de juicio positivo de la funcién consultiva el que interesa destacar,
ya que es ¢l que puede ofrecer a la administracién activa que consulta més elementos
de valoracién para adoptar la decisién pertinente.'®

_ La consideracién que acabamos de hacer enlaza con la interpretacién que en-
tendemos que hay que dar a la delimitacién negativa de la funcién consultiva antes
referida. El texto refundido excluye de la funcién consultiva el juicio politico y el de
oportrunidad. Esta exclusién exige alguna matizacién. Es evidente que en ningin caso
la Comisién Juridica Asesora puede hacer juicios politicos ya que éstos corresponden a
otros 6rganos, y lo mismo cabe decir del juicio de oportunidad si se identifica con la
oportunidad politica. Pero no hay duda de que esta equivalencia no es deseable, ya que
impediria efectuar valoraciones juridicas que van mds alld del mero asesoramiento
negativo o extetno, lo que empobrece de manera extraordinaria la funcién consultiva
y, por tanto, también reduce los elementos de consideracién para el 6rgano consultan-
te. Pero, ademis, la interpretacién de la ecuacién juicio politico igual a juicio de
oportunidad, o juicio de oportunidad igual a juicio de oportunidad politica, no es la
propugnada por nuestro ordenamiento —por lo que respecta a la materia que trata-
mos— segin veremos seguidamente.

A) El dictamen preceptivo

En el 4mbito al que nos referimos el dictamen de la Comisién Juridica Asesora es
preceptivo, tanto para fa creacién de comarcas y modificacién de fas demarcaciones

15. Comision Juridica Asesora, Meméria i dictamens 1995, Generalidad de Caralufa, Barcelo-
na, 1996, vol. I, pdg. 11 y siguientes,

16. Sobre estos aspectos véase el trabajo de Fone i Llovetr, Tomas, «Funcién consultiva y Estado
autondmican, Revista de Administracién Pablica, mimero 138, (1995), pag. 37 a 68. Respecto a la rela-
cién de la funcién consultiva y el principio de objetividad resulra sugerente el trabajo de Mentoro Chi-
ner, Maria Jesils, «De nuevo sobre procedimiento y seguridad juridica: Les érganos consultivos au-
tondmicoss, Revista de Administracién Péblica, niimero 122, mayo-agosto (1990), pig. 381 y siguientes.
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comarcales (disposicién transitoria primera y articulos 8.2 y 9 de la Ley 6/1987, de 4
de abril, sobre la organizacién comarcal de Catalufia —LOCC—) como para el reco-
nocimiento de municipios de régimen especial (articulo 69.5 de la Ley 8/1987, de 15
de abril, municipal y de régimen local de Catalufia —LMRLC—) o la alteracién de
términos municipales en todas sus modalidades y supuestos (articulos 12.3; 17.1dy
22} asi como para constitucién, modificacién y supresién de entidades municipales
descentralizadas (articulo 77.1 y 5).

La preceptividad del dictamen no le da ninguna caracteristica especial por lo que
respecta al control del cumplimiento de los aspectos formales y procedimentales de los
expedientes sobre las materias referidas. Pero no se puede decir lo mismo en relacién
con los aspectos materiales, ya que aqui las funciones consultivas de la Comisién
Juridica Asesora se expanden en toda su amplitud y superan incluso las funciones
cldsicas de asesoramiento, como tendremos oportunidad de ver, en los que adquiere
especial significado todo lo que venimos exponiendo.

B) Supuestos de dictdmenes vinculantes

Con independencia de la diversa tipologia que algiin sector de la doctrina ha
propuesto para los dictdmenes vinculantes,'” lo cierto es que cuando en la prictica se
habla de dictimenes vinculantes se estd pensando en los dictimenes semivinculantes o
parcialmente vinculantes. Estos dictimenes son los que calificamos como impeditivos
0, seglin la doctrina més tradicional, obstativos,™ ya que impiden adoptar una deci-
sion favorable si no es favorable también el dictamen del organismo consultivo. Estos
dictdmenes se denominan también habilitantes' puesto que habilitan al Gobierno
para que pueda adoptar el acuerdo que se pretende. Naturalmente, desde el punto de
vista del dictamen, no hay impedimento en que no se tome ningin acuerdo. En
definitiva, se trata de dictimenes que vinculan negativamente.

Pero rampoco es ésta la vinculacién que el ordenamiento otorga a los dictdmenes
que ha de emitir la Comisién Juridica Asesora en el 4mbito de fas delimitaciones
territoriales locales.

17. No deja de ser también remarcable cémo una mareria tan interesante rampoco haya despertado
mds interés. Resulta de mencién obligada la clasificacion que Garcia-Trevijano Fos ). A. ( Tratads de devecho
administrative, 2a. ed., editorial Revista de Derecho Privado, Madrid, 1971, «. II, vol, 2, pig. 676-677)
hace de los dictimenes vinculantes al distinguir tres tipos: 4} los de vinculacién absoluta, que impiden al
organo decisorio tomar una resolucién diferente de la propuesta en el dictamen; £} los de vinculacién
parcial, y ¢} los dictimenes semivinculantes por razén de la forma. Esta clasificacién ha sido recogida por
diversos autores {(con precisa claridad por Fone i Llover, Tomas, «Organos consultivoss, Revitta de Ad-
ministracidn Piblica, namero 108 (1985) pag. 72; y de forma menes didécrica por Ruiz Miguel, Carlos,
Consejo de Estado p consejos consuitivos antondmicos, editorial Dykinson, Madrid, 1995, pag. 151) y cirada
por una gran parte de la docrrina,

18. Denominacién que parece atribuida inicialmente a Pérez Hernandez, A. El Consejo de Estado,
Madrid, 1965, pig. 19, segin los autores que se refieren al rema (asi el mismo Garcia-Trevijano Fos, LA,
Tratado de derecho administrativo, cit., pag. 677; Font i Llovet, Tomas, «Organos consultivoss, cit., pag.
73; Garcia Trevijano-Garnica, |.A., «Revisién de oficio de actos administrativoss, en la obra Adminisera-
ctones piiblicas y ciudadanos (Esmudso sisiernitica de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen juridico
de las adminisiraciones piblicas y del procedimiento administrative comin), coordinada por Tendas Garcia,
B., editorial Praxis, SA, 1993, pig. 07.

19. Gémez-Ferrer Morant, Rafael, «La revisién de oficio» en la obra colectiva dirigida por Leguina -
Villa, ). y Sanchez Morén, M. La nueva Ley de régimen juridico de las adminisiraciones publicas y del
procedimients adminisirative comiin, editorial Tecnos, Madrid, 1993, pig. 299.
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En efecto, en la materia que tratamos hay tres supuestos en los que el dictamen de
la referida Comisién —con las peculiaridades que diremos— vincula al Gobierno.
Estos casos son: @) en materia de delimiracién comarcal, si la iniciativa es municipal o
comarcal y los acuerdos de todos los entes interesados son favorables junto con el de la
Comisién de Delimitacién Territorial y el de la Comisién Juridica Asesora, el Gobier-
no queda vinculado y ha de redactar y aprobar necesariamente el proyecto de Ley de
modificacién (articulo 8.2 LOCC); &) en materia municipal, para los casos de agrega-
ciones-segregaciones y fusiones si la iniciativa es vecinal o municipal y los acuerdos de
los municipios afectados son favorables y no hay objeciones de la Comisién de Deli-
mitacién Territorial ni de la Comisién Juridica Asesora, el Gobierno ha de aprobar la
alteraci6n (articulo 18 LMRLCY); y finalmente ¢} la constitucién de las entidades mu-
nicipales descentralizadas ha de ser aprobada por el Gobierno si el acuerdo y los infor-
mes, tanto de la Comisién de Delimitacién como de la Comisién Juridica Asesora,
son favorables.

Las diferencias con el dictamen que denominamos vinculante obstativo son claras.
Primera, los dictimenes, vinculantes de la LMRLC y LOCC descritos, vinculan en el
sentido de que, si se dan las otras circunstancias, obligan al Gobierno a tomar un
acuerdo en un determinado sentido; por ranto, éste ni puede tomar otra determina-
cién ni puede dejar de adoprar aquélla. Hay, pues, una vinculacién positiva y absolu-
ta. Segunda, la eficacia vinculante no es auténoma ya que exige el concurso y coinci-
dencia de los acuerdos de los entes locales afectados y de la Comisién de Delimitacién
Territorial para que produzca sus efectos. Tercera, por el contrario y a diferencia de lo
que sucede con los dictimenes vinculantes obstativos, el dictamen no favorable libera
de toda vinculacién al Gobierno y le hace recuperar el margen de discrecionalidad en
la decisién.

Planteado en estos términos y considerados los supuestos en los que la interven-
cién de la Comisién Juridica Asesora es vinculante, parece que estamos en situacién de
abordar las otras cuestiones que plantedbamos al principio respecto al bien juridico
protegido por estos dictdmenes, su incidencia en la autonomia de los entes locales, o la
posible interferencia en la fundamentacién democrdrica de la iniciativa vecinal o de
plena responsabilidad del Gobierno.

La intervencién de la Comisién Juridica Asesora en los casos que venimos exami-
nando tiene por finalidad —ya sea mediante dictdmenes preceptivos o vinculantes—
proteger desde un punto de vista formal las iniciativas, especialmente las vecinales o
municipales, con el fin de garantizar el cumplimiento de todos los trimites procedi-
mentales y esto tanto frente a todos los entes locales interesados como frente a la
Administracién autonémica. Desde el punto de vista material o de fondo, la Co-
misién Juridica Asesora vela muy especialmente por la concurrencia de los presupues-
tos que la ley prevé asi como por el respeto y el cumplimiento de los principios y
criterios que inspiran las modificaciones territoriales. Es decir, que desde este punto de
vista efectiia también una funcién particular de control.

20. Blinquer Criado, D.V., que es especialmente critico con las funciones consultivas que no sean
las del Consejo de Estado y en particular con las de las comunidades auténomas, dice: «No he leido
todavia ninguna argumentacion sobre la relacién entre funcién consultiva de las comunidades auténo-
mas y la defensa de las garantfas de los ciudadanos, o la autonomia local. Lo que se pretende no es una
mayor o mejor garantfa, sino la simple ocupacién de una esfera de poders. (Consgo de Estado y Au-
tonomias, op. cit., pig. 18, ambién insiste en la pag. 23). Ahora ya tendrd un argumento.
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Desde esta perspectiva no vemos que se comprometa en modo alguno la autono-
mia municipal consagrada en la Constitucién (articulo 137) y menos la comarcal
reconocida en la LOCC (articulo 3.1). Es verdad que la estrecha relacién existente
entre el juicio de oportunidad y la autonomia plantea cuestiones imporrantes, espe-
cialmente en los casos de dicramen vinculante. Esta cuestién ya se suscité en la Sen-
tencia del Tribunal Constitucional 4/1981, de 2 de febrero, de la que se desprende
que la autonomia queda vulnerada cuando el juicio de oportunidad implica participa-
ci6n en la decisién. Pero este planteamiento no es aplicable a los supuestos que co-
mentamos, ya que la doctrina del Tribunal Constitucional protegfa la autonomia lo-
cal, y esto es precisamente lo que también se garantiza con la participacién de la
Comisién Juridica Asesora. Mdximo si, como hemos visto en los casos en los que el
dictamen es vinculante, se limita la posibilidad de que el Gobierno haga interpretacio-
nes interesadas, es decir, lo que hace es reducir el ambito de discrecionalidad en esta
materia. En definitiva, el ordenamiento juridico catalan respeta la autonomia local y la
Comisién Juridica Asesora vela para que se mantenga.

Tampoco se puede decir que la intervencién de la Comisién Juridica Asesora con
los dictdmenes de «vinculacién positiva y compartida» constituyan ninguna limitacién
u obstdculo en el ejercicio del derecho de los vecinos; todo lo contrario, son una
garantia de que su derecho de iniciativa y su derecho al procedimiento serdn satvaguar-
dados por un érgano que actia bajo los principios de independencia, objetividad y
cualificacién técnica.

Mias recelos puede desperrar la eventual interferencia o coparticipacién en las fun-
ciones ejecutivas®' y en el principio democrértico de plena responsabilidad del Gobier-
no, a pesar de que haya sido el Parlamento el que ha introducido unas ciertas limita-
ciones en la capacidad de decisién del Ejecutivo.

2. Ambito de la Sfuncidn consultiva en esta materia

Hemos comentado mis arriba, con ocasién de valorar las limitaciones que derivan
del texto refundido de las normas de la Comisién Juridica Asesora, que ¢l juicio politi-
co y el de oportunidad no son la misma cosa.

En efecto, en la mencionada Meméria de 1995 ya se apunta esta cuestion al refe-
rirse precisamente al protagonismo de la funcién juridico-consultiva en el dmbito de
modificaciones territoriales municipales y comarcales,? en las que se dice que «es fre-

21. Ruiz Miguel, Carlos, Consefo de Estado y Consejos Consulrivos Autondmicos, ap. cir., pig. 152-154,
refiriéndose a los dictimenes vinculantes del Consejo de Esrado (relativos a las modificaciones de planes,
normas complementarias y subsidiarias y programas de acruacién que denen por objeto las zonas verdes o
espacios libres; y los emitidos por la declaracién de nulidad) cree que son inconstitucionales,

22. En muchos otros 4mbicos, aunque no haya una arribucién especifica a faver de la Comisién
Juridica Asesora, se reproduce la misma problematica de forma bastante similar y que entendemos que,
naturalmente, ha de ser examinada por este érgano consultivo. A titulo de ejemplo podemos citar el
Diceamen 90/1994, de 21 de abril, en el cual se dice en su F] V: «La estructura orgénica propuesta ha de
respetar ademis de los principios de ‘integracidn, simplificacidn, racionalizacién, eftcacia y eficiencia de
la organizacién sanitaria, concepcién integral de la salud, descentralizacién y desconcentracién de la
gestién, sectorializacién de la arencidn saniraria y parricipacién comunitaria’ que la Ley de ordenacién
sanitaria de Caralufa proclama con solemnidad {exposicién de motivos I y Il y artlculo 2}, también ha de
respetar los principios recogidos en el articulo 3 de la Ley de organizacién, procedimiento y régimen
juridico de la Administracién de la Generalidad, que exige que ‘se garanticen la cficacia y la mdxima
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cuente la valoracién de los concepros de idoneidad territorial municipal, suficiencia de
recursos, mejora objetiva de la prestacién de los servicios piblicos, etcétera; aspectos
que guardan relacién directa con ¢l principio de eficacia prestacional propio de la
administracién. Todos estos conceptos y otros que podriamos afiadir sobrepasan la
estricta funcién negativa del control de la legalidad y se relacionan con una indiscuti-
ble valoracién de oporrunidad juridica.

A estos conceptos podemos afiadir otros como son: por lo que respecta a las co-
marcas, los de las relaciones bésicas de la actividad econémica, los principios de des-
centralizacién y participacién ademis del de eficacia en la prestacién de los servicios
pablicos; en el 4mbito municipal las consideraciones geograficas, econémicas o ad-
ministrativas que aconsejen la modificacién territorial son reiteradas. Tendremos oca-
sién de ver estas circunstancias con mayor detalle més adelante. Ahora sélo interesa
subrayar la importancia que tienen para dejar constancia del 4mbito tan extenso que la
norma encomienda a la Comisién Juridica Asesora.®

La Comisién Juridica Asesora se ha planteado —de manera directa— en el Dicta-
men 79/1993, de 17 junio, el tema de las limitaciones del articulo 5.1 del texto
refundido, respecto a las que ha dicho: «pero estas limitaciones no pueden impedir el
anlisis de conveniencia cuando lo exige la indole del asunto o la mayor eficacia de la
Administracién en el cumplimiento de sus finalidades»;? en otros, sin decirlo, lo ha
hecho al analizar si la modificacion territorial cumplia los criterios y principios previs-
tos en la normativa, con lo que se hacen valoraciones de oportunidad juridica. Estas
valoraciones se encuentran en muchos dictdimenes de los que ahora sélo ciramos algu-
nos. Asi, en el Dictamen 34/1990, de 25 de octubre, se dice: «[...] la intervencién de la
Comisién Juridica Asesora en el procedimiento correspondiente tiene por objeto veri-
ficar el cumplimiento de los presupuestos juridicos que dentro del orden material y
del orden formal constituyen los requisitos de validez para la alteracién de los térmi-
nos municipales que se propone [...] (F] I) [...] Se trata de razonamientos fundados en
la idea de la eficacia y de la economia procedimentales y funcionales en el dmbito de
la actividad administrativa que no se pueden dejar de valorar positivamente, pero
que tampoco resuelven del todo el problema planteado [...] que exigen un trata-
miento territorial adecuado mediante nuevos expedientes [...]. Por otra parte, la
trascendencia que hay que dar a los valores democratico-representativos que toda deli-
mitacién territorial ha de atender [...]. Parece, pues, que un balance de los valores y de
los cricerios fijados en el articulo 11.2 LMRLC no permite decantarse de manera
contundente y absoluta por la solucién de hacer prevalecer el criterio de la funcionali-
dad por encima del principio democrirtico-representativo. Hay que tener presente que

diligencia en el cumplimiento de sus funciones y en la prestacién de sus servicios’, como también el
principio de coordinacién administrativa regulado en el capitulo quinto (articulos 46 a 51) de la mencio-
nada Ley y hoy también establecido en los articulos 18 y 4 de la Ley 30/1992)».

23. Junto a la Comisidon de Delimiracién Territorial.

24. Dictamen sobre la creacidn del municipio de Badia por segregacién de parte de los términos
municipales de Barbera del Vallés y de Cerdanyola del Valles,

25. La misma doctrina ha sido reiterada en idénticos términos en los diccimenes 5/1994, de 13 de
enero; 208/1994, de 22 de diciembre; 232/1994, de 19 de octubre. Y con una redaccién diferente el
dictamen 226/1996, de 18 de julio («... a esta Comisi6n Juridica Asesora le corresponden exclusivamente
las funciones de cardcter juridico y en ningtin caso ¢l juicio politico, y sin perjuicio de que en supuestos
especificos esta limitacién no puede impedir el andlisis de la conveniencia cuando la indole del asunto lo
exige». FJ I).
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del conjunto de la normativa aplicable no se desprende la prevalencia del primero
sobre el segundo en este tipo de procedimienton. (F) V). En el Dictamen 27/1992, de
9 de abril, se insiste en la misma interpretacién al decir que «[...] desde el punto de
vista administrativo, es perfectamente aconsejable hacer corresponder la realidad de
hecho con la cobertura juridica adecuada, de manera que el ayuntamiento que ha
asumido sin oposicién la responsabilidad prestacional en la satisfaccién de los intere-
ses de la colectividad del barrio de la Eszacié llegue a comprender en su término el
tetritorio por él servido. Esta necesidad o conveniencia administrativa de la alreracién
de términos lo es también en su vertiente econdmica [...]». (F] IT). Con mis claridad
todavia el Dictamen 62/1993, de 6 de mayo, en el que se puede leer «[...] por lo que
respecta al segundo de los motivos, consideraciones de orden geografico, econémico o
administrativo que lo hiciesen aconsejable, hay que expresar que del expediente no se
deduce que de manera aconsejable, la geografia, la poblacién o la supresién de obs-
ticulos administrativos justifiquen la alteracién»s. (F] HI). También del Dictamen
25971996, de 25 de julio, se desprende la amplitud de la funcién cuando dice «[...] del
examen del expediente no se puede afirmar que exista alguna de estas circunstancias
[de orden geogréfico, histérico, social, econdémico o administrativo] que de manera
notoria concurra en el nicleo humano que se quiere constituir en entidad municipal
descentralizada. No obstante, igualmente resulta cierto y evidente que la valoracién de
todas ellas permite llegar a la conclusién de la concurrencia de la exigencia legal {...]».
(FJ 11 B5).% Hemos de afiadir que en otras materias —como son los dictimenes relati-
vos a las zonas verdes— el juicio de oportunidad es ineludible, ya que estd implicito en
la valoracién de los aspectos cualitativos de los cambios de zonificacién. También es
cierto que hay algunos dictimenes en los que se ha dicho que no corresponde a la
Comisién Juridica Asesora hacer juicios politicos ni de oportunidad, pero en cambio
en los fundamentos juridicos se han examinado los aspectos materiales que justifican
la modificacién territorial y que, en definitiva, también comportan aquel examen.
Finalmente, en algiin otro dictamen se ha hecho mencién de alguna limitacién prove-
niente de elementos estrictamente técnicos.”

En definitiva, el ambito de la funcién consultiva que realiza la Comisién Juridica
Asesora es realmente amplio, a pesar de la previsién limicativa del articulo 5.1 del texto
refundido,? ya que no se limita a una actuacién de mera higiene juridica, sino que vela

26. En sentido similar los dictimenes: 30/1989, de 9 de noviembre; 35/1989, de 28 de diciembre;
2371990, de 28 de junio; 10/1991, de 7 de marzo; 13/1991, de 21 de marzo; 33/1991, de 16 de mayo;
137/1992, de 10 de diciembre; 76/1993, de 3 de junio; 89/1993, de 17 de junio; 12/1994, de 27 de
enero: 33/1994, de 10 de enero; 34/1994, de 10 de febrero; 274/1994, de 17 de noviembre; 31/1993, de
23 de marzo; 52/1995, de 23 de marze, y 86/1993, de 18 de mayo.

27. Enefecto, en ¢l Dictamen 204/1996, de 4 de julio, se dice «Jas funciones de la Comisién Juridica
Asesora son unicamente las de cardcter juridico (articulo 5.1 del texto refundido aprobado por ¢l decreto
legislaciva 1/1991); por eso, si bien tiene que velar por la observancia del procedimiento legalmente
previsto ——funcién analizada en el fundamento 11 del presente dictamen—, no puede extenderse a juzgar
actos de naturaleza diferente, comea son los técnicos de delimitacién, a pesar de que cumplen su funcién
dentro del procedimientor (F] I11).

28. No le falta razén a Blanquer Criado, D.V., Consejo de Estado y antonomias, op. cit., pig. 182-183,
cuando no se explica que la Comisién Juridica Asesora no pueda hacer juicios de oportunidad o conve-
niencia en los dictimenes cuando en su norma reguladora se prevé que «puede elevar al Gobierno de la
Generalidad las propuestas y sugerencias que crea convenientes sobre el ordenamiento juridico caralina.
No obstanre, no se entiende igual de bien cuando para sostener el mismo criterio acude a la compara-
cién con el arciculo 67 de la Ley 13/1989, de 14 de diciembre, de organizacidn, procedimiento y régimen
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por el cumplimiento efectivo de los principios inspiradores de las normas y valores
constitucionales, realizando también los necesarios juicios de oportunidad juridica o
administrativa cuando la norma lo prevé o la Comisién lo considera conveniente, ya
sea de manera singularizada en un dictamen particular® o bien por la via de las suge-
rencias que puede realizar de acuerdo con el articulo 3.3¢ del mencionado texto refun-
dido,” o también mediante las consideraciones preliminares incorporadas a las Memé-
ries a partir de 1990.

IV. Aspectos particulares de la funcién juridico-consultiva en los supuestos de
delimitaciones y modificaciones territoriales locales

1. El gmbito territorial comarcal

Una de las novedades del ordenamiento juridico catalin en lo que respecta a la
organizacién territorial local ha sido la recuperacién de la comarca de acuerdo con el
articulo 5.1 del Estatuto de Autonomia. No es este el momento ni el lugar de formular
consideraciones histéricas ni tampoco de hacer inventario de su funcionalidad, sino
dnicamente de examinar la intervencién que la Comision Juridica Asesora tiene en
relacién con estos entes, que la Ley 6/1987, de 4 de abril, sobre la organizacién co-
marcal de Catalufia, califica en su articulo 3 como entidad local de caricter rerritorial
formada por la agrupacién de mumcnplos contiguos, con personalidad juridica propia
v plena capacidad y autonomia para el cumphmlenm de sus fines.

Segtin la mencionada LOCC, la intervencién de la Comisién Juridica Asesora esta
prevista para tres situaciones distintas y otorga a su dictamen un cardcter diferente, al
atribuir a la funcién consultiva propia de este 6rgano un sentido muy amplio, como ya
hemos tenido oportunidad de comentar.

Los expedientes en los que la Comisién Juridica Asesora ha de intervenir son:

a) El relativo a las modificaciones de la divisién comarcal aprobada inicialmente.
&) Los de cualquier modificacién sobrevenida.
¢) Los de creacién de nuevas comarcas.

La intervencién de la Comisi6n Juridica Asesora en todos estos expedientes resulta
especialmente interesante, puesto que en todos ellos las funciones consultivas propias

juridico de fa Administracién de la Generalidad, que prevé la verificacion de las disposiciones generales
antes de que se aprueben. Nos parece que la comparacidn no es acertada, ya que se trata de actuaciones de
dos dmbitos de administraciones diferentes, una, la activa y otra, la consultiva. Tendria razén si la verifi-
cacién la pudiera realizar la propia Comisién Juridica Asesora, algo que direccamente no puede hacer, a
pesar de que si to puede sugerir, cosa que ya ha hecho segitn veremos en la nota 30.

29. Enrendemos que también tienen cardcter de juicios de oportunidad administrativa las sugeren-
cias que de forma especifica, en ocasiones, se hacen en los dictdmenes sobre esta materia al sugerir la
utilizacién de la creacién de entidades municipales descentralizadas como formula aleernativa a la crea-
cién de municipies; o en otros 4mbitos como son la elaboracién de disposiciones de caricter general,
contraracién, etcétera.

30. Facultad poco utilizada. A pesar de esto se pueden ver las propuestas que, por acuerdo del Pleno
de la Comisién de 29 de abril de 1993, se clevaron al Gebicrno de la Generalidad sobre «Consradiceions
entre diverses lleis de dret civil promulgades darreraments, «Execucid dels convenis internacionals amb especial
aplicacié @ Catalunyar y «Desenvolupament de Larticle 67 de la Llei 13/1989, de 14 de desembre, sobre la
verificacid de la tmportancia de les normes, Memoria, op. cir., 1993, pig. 499-518.
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del mencionado érgano estin disefiadas atribuyéndole un gran protagonismo. En
efecro, tendremos oportunidad de ver cémo en los diversos supuestos —en unos por
previsién explicita y en otros técita de la LOCC— la funcién consultiva no abarca
tampoco tnicamente el control del procedimiento, sino la concurrencia de los crite-
rios que presiden la divisién y organizacion comarcal, que estin establecidos en el
articulo 2 de la LOCC de la siguiente manera: «2) Los 4mbitos territoriales resultantes
han de coincidir con los espactos geogrificos en que se estructuran las relaciones basi-
cas de la actividad econdmica y han de agrupar municipios con caracteristicas sociales
e histéricas comunes. &) Los mbitos territoriales resultantes tienen que ser los mis
adecuados para hacer efectivos los principios de eficacia, de descentralizacién y de
participacién en la prestacién de los servicios piblicos».

Se puede pensar, y con razén, que los criterios previstos en el apartado a) del
precepto transcrito son de dificil valoracién desde el punto de vista jurfdico dada su
composicidn socioecondémica y geohistérica, cosa que resulta indiscutible, pero tam- -
bién lo es que estos hechos que integran estas realidades son juridicamente determi-
nantes para poder configurar la concurrencia del «criterio» disefiado en la Ley. Es
desde esta vertiente que la funcién consultiva puede dar su parecer y en todo caso
valorar la existencia de otros hechos, de igual naturaleza que los descritos en el precep-
to, pero que sean clara y objetivamente mds relevantes.

Mis interesante por su claridad resulta el apartado &) del precepro que venimos
comentando, ya que de manera explicita se refiere al hecho de que los Ambitos terri-
toriales tienen que ser los mds adecuados para hacer efectivos los principios de efica-
cia, de descentralizacién y de participacién en la prestacidén de los servicios. Princi-
pios, los dos prlmeros, consagrados en el articulo 103.1 de la Constitucién y que,
aunque no estuviesen expresamente citados en la LOCC, serian objeto de la funcién
consultiva. Sobre este particular la Comisién Juridica Asesora ha tenido oporrunidad
de manifestarse y asi lo ha recordado en la Memoria de 1995, como ya hemos visto
mas arriba.

A) La divisién comarcal originaria y sus modificaciones iniciales

Uno de los problemas principales que se planteé el legislador en relacién con el
restablecimiento de las comarcas fue el de la configuracién del mapa comarcal, es
decir, el de ¢cdmo se tenia que hacer la divisién del territorio catalin en comarcas. La
exposicién de motivos de la LOCC lo explica de manera suficientemente clara. Habia
dos alternativas: o iniciar un proceso de estudio previo para obtener una propuesta de
organizacién comarcal, o adoprar la divisién comarcal del afio 1936. A pesar de que,
efectivamente, las dos alternativas presentaban ventajas e inconvenientes, la Ley esco-
gi6 la segunda. Férmula que no estaba desprovista de dificultades, entre otras y princi-
palmente a causa de posnblcs desadecuaciones a la realidad actual, pero que se conside-
raron superables por la via de las reformas necesarias, a pesar de que se tuviesen que
hacer siempre por ley.”

La LOCC regula esta adecuacién, segin dice su propia exposicion de motivos,
«mediante una disposicién transitoria —que prevé un procedimiento especial de re-
forma que ha de permitir las modificaciones necesarias a iniciativa de los municipios

31. Articﬁlo 7 de la LOCC.
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interesados y con la participacién cualificada de la Comisién de Delimitacién Territo-
rial y de la Comisién Juridica Asesora, como érganos de propuesta y consultas.

En efecto, la disposicién transitoria primera establece que toda la documentacién
relativa a la consulta municipal que determina el capitulo I del tirulo Il de ta LOCC se
tiene que entregar a las mencionadas comisiones, que «han de proponer al Gobierno
de la Generalidad las modificaciones terrritoriales que consideren necesarias de acuer-
do con los principios establecidos por el articulo 2»; y a partir de aqui presentar al
Parlamento un proyecto de ley para la citada modificacién comarcal.

Desde el punto de vista de la funcién consultiva, el precepto transcrito tiene indu-
dable importancia por la amplitud y trascendencia que otorga a esta funcién. Tanto
por lo que respecta a la concurrencia de los hechos determinantes de la realidad terri-
torial justificadores del 4mbito comarcal, como porque, incluso —y esto es més sor-
prendente— impone a la Comisi6n Juridica Asesora la obligacién de hacer una «pro-
puesta» al Gobierno. Es cierto que entre las diversas facultades que corresponden a la
Comisi6n Juridica Asesora estd precisamente la de «elevar al Gobierno de la Generali-
dad las propuestas y las sugerencias que crea convenientes sobre el ordenamiento juri-
dico caralan» (articulo 3.3¢ del texto refundido). No obstante, creemos que entre la
propuesta antes referida y ésta hay una diferencia, puesto que esta ltima forma parte
de un tipo de competencia de cardcter residual, genérica y externa a los dictimenes
preceptivos. Apreciacién que no es incompatible con las observaciones que se pueden
hacer en los supuestos de intervenciones preceptivas, ya que éstas revisten la forma de
sugerencias pero no de propuestas. Comentarios aparte, no hay nada que objetar si la
Ley en este caso concreto quiso otorgar la facultad de «propuesta» a la Comisién
Juridica Asesora ¢ incrementar asi la intensidad de la funcién consultiva, A pesar de lo
que decimos, el Decreto 140/1988, de 24 de mayo, que aprueba el Reglamento de
demarcacién territorial y poblacién de los entes focales (RDTPEL), en su disposicién
transitoria primera, que desarrolla los trdmites que se tenian que seguir para efectuar
las adecuaciones a la divisién comarcal, cuando se refiere a la Comisién Juridica Ase-
sora habla de informe y en ningln caso de «propuestas», expresién que reserva para la
Comisién de Delimitacién Terrivorial.

La Comisién Juridica Asesora no se planteé esta cuestién con motivo de la elabo-
racién de este dictamen previsto en la disposicién transitoria que venimos comentan-
do, ya que se limité a analizar los diversos aspectos del expediente y a ponderar la
propuesta de la Comisién de Delimitacién Territorial que informé favorablemente al
hacérsela suya, con lo que se dio cumplimiento al mandato de la Ley.

B) Las modificaciones comarcales adventicias o sobrevenidas y la creacién
de nuevas comarcas

Entendemos por modificaciones adventicias las sobrevenidas con posterioridad a
las establecidas por el procedimiento previsto en la disposicién transitoria referida.
Desde el punto de vista de la intervencién de la Comisién Juridica Asesora se aprecian
algunas diferencias que vienen dadas en funcién de quién ejerza la iniciativa para la
modificacién de la demarcacién comarcal o de la creacién de una comarca, aunque el

32, Dictamen 14/1989, de 19 de junio.
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régimen juridico es bdsicamente el mismo.”* En todo caso, hay que tener presente que
tanto la creacién como cualquier modificacién se han de hacer siempre por ley.

La intervencién de la Comisién Juridica Asesora en este tipo de expedientes queda
regulada por el articulo 8 de la LOCC y viene matizada, como hemos dicho, en
funcién de quién tenga la iniciativa de la modificacién. Recordemos que ésta puede
ser ejercida por los titulares de la iniciativa legislativa, por el municipio o municipios
interesados, por la comarca o comarcas también interesadas y por el Gobierno. Dejan-
do de lado el supuesto de la iniciativa legistativa, caso en el que no es procedente la
intervencién de la Comisién Juridica Asesora, en todos los otros el dictamen de este
alto érgano consultivo es preceptivo, pero con las siguientes peculiaridades: 4) si la
iniciativa es municipal o comarcal el dictamen adquiere fuerza vinculante si son tam-
bién favorables los acuerdos de los entes locales interesados asi como el de la Comisién
de Delimitacién Territorial, ya que en este caso el Gobierno de la Generalidad tiene
que redacrar y aprobar necesariamente el proyecto de Ley de modificacién dado que el
articulo 8.2 de la LOCC no parece dejar ninguna otra opcién;* por el contrario, si el
dictamen no es favorable, éste no impide que el Gobierno haga lo que estime mis
conveniente. 4) Finalmente, para el supuesto de que la iniciativa sea del propio Go-
bierno el dictamen de la Comisién Juridica Asesora, aparte de ser preceptivo,” no
tiene ninguna otra caracrerisrica.

Todas estas consideraciones y otras que se pueden hacer en relacién con las exigen-
cias procedimentales previstas en la LOCC puede, en la mayoria de los casos, quedar
ciertamente diluidas® dado que la Gltima palabra la tiene el Parlamento de Cataluna.

2. El ambito territorial municipal

En el 4mbito territorial municipal, la principal problemitica que se plantea es que
las alteraciones municipales derivadas de agregaciones-segregaciones a menudo son
consecuencia del deseo de creacién de un nuevo municipio. La LMRLC es respetuosa
con las iniciativas democréticas que pretenden aquel objetivo, pero también es cierro
que el ordenamiento ha establecido un conjunto de medidas dirigidas a restringir la
proliferacién de nuevos municipios y, por el contrario, a facilitar la agregacién o fu-
sién de éstos. De rodas maneras, a nuestro juicio, el problema estriba mis en la subsis-
tencia —a veces dificilmente justificada— de municipios que no retinen los requisiros
necesarios, mis que en la creacién de algiin municipio.

La exposicién de motivos de la LMRLC recuerda que, segin se ha dicho, «el
nimero de municipios de Catalufia es excesivo y comporta una fragmentacién que es
una de las causas de la crisis municipal, crisis que se manifiesta esencialmente en la
falta de recursos y de capacidad para prestar con eficacia los servicios correspondien-

33. El articulo 9 de la LOCC para la creacién de comarcas remite al procedimiento previsto en el
articulo 8, que es el que venimos comentando y que hace referencia a las modificaciones comarcales. Por
su parte, el articulo 55 del RDTPEL introduce algunas peculiaridades.

34. Este precepro establece: «El Gobierno de la Generalidad ha de redacrar y aprobar el proyecto de
Ley si la iniciativa de modificacién cuenia con el acuerde favorable de los municipios y las comarcas
interesadas y con el informe, rambién favorable, de dichas comisioness. Criterio reiterado en ¢l artdculo
53 del RDTPEL,

35. Véase ardiculo 8.3 LOCC.

36. No asi para el supuesto en el que el Gobierno, teniendo la obligacién de redactar y aprobar el
provecto de Ley, no lo hiciera, ya que en este caso la via contencioso-administrativa seria eficaz.
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tes»; y més adelante afiade que «cra del todo necesario que ¢l Parlamento tomase
posicién, buscando férmulas adecuadas para superar las deficiencias actuales, pero sin
caer en el error de adoprar medidas drasticas que con toda seguridad causarian proble-
mas graves de orden politico y social. En este sentido, hay que destacar el estableci-
miento de mecanismos que habilitan iniciativas municipales de fusién o de agrupa-
cién voluntaria [...]». Previsiones que son objeto de desarrollo en el texto articulado.

Efectivamente, la LMRLC exige para la creacién de nuevos municipios” la concu-
rrencia de una serie de requisitos (ndcleos de poblacién territorialmente diferenciados;
contar los municipios resultantes con el territorio y los recursos suficientes, con una
mejora objetiva en la prestacién de servicios; y que la segregacién no comporte dismi-
nucién de fa calidad media de los servicios que se prestaban en el municipio) que se
tienen que dar todos de manera simultinea. Por el contrario, cuando se trata de la
agregacién toral, asf como de la fusién de municipios, la LMRLC establece que €s
suficiente con que se den algunos de los requisitos siguientes: insuficiencia de medios
econdmicos, materiales y personales para gestionar los servicios minimos obligatorios;
que los niicleos de poblacién formen un solo conjunto con continuidad urbana; o que
consideraciones de orden geogrifico, demografico, econémico o administrativo lo hi-
ciesen necesario o aconsejable.®

Estas circunstancias han hecho que la Comisién Juridica Asesora haya establecido
el criterio de que la normativa sobre segregaciones ha de ser interpretada en forma
estricta con el fin de evitar la creacién de nuevos municipios que no esté suficiente-
mente justificada. Asi, en los dictdmenes 35/1989, de 28 de desembre, y 10/1991, de
7 de marzo, se dice que «la legislacién en materia de creacién de nuevos municipios
estd presidida por un claro principio restrictivo que deriva de la voluntad del legislador
de evitar una fragmentacién excesiva de municipios»; o el Dictamen 13/1991, de 21
de marzo, en el que se recuerda que la normativa contenida en la Ley municipal y de
régimen local de Catalufa y su Reglamento de demarcacién territorial y poblacién de
los entes locales tiene que ser «interpretada estrictamente por lo que respecra a la
segregacién de municipios {para la creacién de nuevos), porque el principio en el que
se inspiran estas disposiciones no es la segregacién, sino la agregacién». En la misma
linea se sittan los dictimenes 89/1993, de 17 de junio, 11/1994, de 13 de enero y
27411994, de 17 de noviembre, entre otros.

A) La creacién de municipios de régimen especial

La LMRLC regula en el articulo 69 y siguientes la creacién y régimen juridico de
los llamados municipios de régimen especial, que de acuerdo con estos preceptos son:
) los que funcionan en régimen de consejo abierto; 4) los de montafa; ¢} los turisti-
cos; d) los histérico-artisticos; y &) los industriales. Clasificacién que se podrd ampliar
cuando determinades municipios por razones especificas, como pueden ser las mine-
ras u otras, asf lo justifiquen. Esta relacién se tiene que completar, adn, con el munici-
pio de Barcelona, que constituye el régimen jurfdico especial por antonomasia, a pesar
de que la LMRLC sélo le dedica el articulo 75 al decir que este régimen se establecers

por ley.

37. Auticulo 15 de ta LMRLC y ardculo 11 y 12 del RDTPEL.
38. Articulo 13 de la LMRLC y ardculo 7 del RDTPEL.
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Prescindiendo del procedimiento que se ha de seguir para el otorgamiento de
aquella calificacién —para cualquiera de las diversas modalidades—, lo cierto es que,
para lo que aqui interesa, hay que destacar que de conformidad con el articulo 69.5 de
la LMRLC es preciso el informe previo —es decir, preceptivo— de la Comisién Juri-
dica Asesora.

Este precepto puede plantear duda respecto a si la intervencién de la Comisién
Juridica Asesora también es preceptiva en el supuesto del régimen juridico especial del
municipio de Barcelona. El hecho de que la exigencia de la intervencién del alto
6rgano consultivo esté prevista en el mismo articulo en el que se describen cudles son
los municipios de régimen especial, entre los que no cita el de Barcelona, puede hacer
pensar que en este supuesto la intervencidn no es preceptiva. No obstante, la circuns-
tancia de que el régimen juridico del municipio de Barcelona esté previsto en el mis-
mo capitulo 11l de la LMRLC que lleva por rabrica «los regimenes municipales espe-
ciales», y que no haya ninguna exclusién de aquella intervencién constituyen
argumentos para considerar, desde una interpretacién sistemdtica, la intervencién pre-
ceptiva de [a Comisién Juridica Asesora. También es verdad que caben otras interpre-
taciones, como por ejemplo la que deriva del propio articulo 69.5 de la LMRLC® y de
las naturales del hecho de que el mencionado régimen juridico especial se tenga que
aprobar por una norma con rango de ley.®

B) Delimitaciones y alteraciones de términos municipales*

Bajo la expresion genérica de alteraciones de términos municipales incluimos las
diversas situaciones que, segin el ordenamiento, pueden dar lugar a algin tipo de
alteracién de términos municipales, como pueden ser: la agregacién total de uno o
mds municipios a otro limitrofe; la fusién de dos o mas municipios también limitrofes
para constituir uno independiente; la segregacién de parte de un municipio o de va-
rios municipios para constituir también uno independiente; la segregacién de parte de
uno o varios municipios para agregarse a otro, y la correccién de disfuncionalidades
territoriales. A estos supuestos ain podemos afiadir las delimitaciones y deslindes de
términos municipales, a pesar de que no son propiamente supuestos de alteraciones.
Como sea que el presente andlisis se hace desde la perspectiva de la intervencién de la
Comisién Juridica Asesora, esté justificado que también hagamos referencia a las me-
didas de fomento que la Generalidad puede dicrar de acuerdo con el articulo 20 de 12
LMRLC con el fin de propiciar la fusién o la agregacién voluntaria de municipios, as
como a la elaboracién de un proyecto de ley de reforma de la organizacién municipal
que, segtin el articulo 21 de la misma ley, puede preparar el Gobierno para el supuesto
de la insuficiencia de aquellas medidas.

La LMRLC prevé, para todos los supuestos descritos en este epigrafe, la interven-
cién preceptiva de la Comisién Juridica Asesora, pero con efectos de intensidad diferen-
te segun el tipo de alteracién que se pretenda y de quién ejerza la iniciativa. De acuerdo
con la ley, el grado de intervencién de la Comisién Juridica Asesora es el siguiente:

39. El hecho de la existencia de una cicrta indeterminacién normativa de la forma en cémo el
municipio adquiere la condicién de especial v los efectos del registro previstos en el mencionade articulo,
parece que pierden interés en el caso det régimen juridico especial del municipio de Barcelona.

40. Ardiculo 75 y disposicién transitonia primera de la LMRLC.

41. Estin reguladas en los articulos 12 al 24 de la LMLRLC y en los articulos 4 al 47 del RDTPEL,
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a) En los casos de agregaciones-segregaciones {con independencia de si son par-
ciales o totales o de si se constituye un municipio), asi como los de fusién® si la
iniciativa® es vecinal o municipal, el dictamen de la Comisién Juridica Asesora vincu-
la al Gobierno de la Generalidad que «ha de aprobar la alteracién» si hay acuerdo
favorable de los municipios interesados y no formulan objeciones la Comisién de
Delimitacién Territorial y la Comisién Juridica Asesora (articulo 18 LMRLC). Lo
que quiere decir que si el dictamen no es favorable el Gobierno queda liberado de
aquella vinculacién y puede decidir lo que estime.*

&) En los mismos casos que en el apartado anterior pero cuando la inictativa haya
sido ejercida por el consejo o consejos comarcales o bien el expediente lo haya iniciado
de oficio el Departamento de Gobernacién, el dictamen de la Comisi6n Juridica Ase-
sora serd meramente preceptivo, ya que asi lo establece el articulo 17.14 LMRLC que
contiene las normas de procedimiento de aplicacién para todos los casos a los que
venimos refiriéndonos.

La peculiaridad a la que da lugar la iniciativa de oficio o de los consejos comarcales
estriba en el hecho de que, si se produce la oposicién de algiin municipio interesado, la
aprobacién se tendré que hacer por ley del Parlamento. Por ranto, aqui el dictamen de
la Comisién Juridica Asesora no tiene ninguna funcién singularizadora, excepro la de
su emisién preceptiva, que, ademds, queda, desde un punto de vista juridico, difumi-
nada por la aprobacién de la alteracién de los términos municipales por ley.*

¢) La LMRLC prevé también la «rectificacién» de los términos municipales me-
diante la «correccién de disfuncionalidades territoriales», supuesto en el que la
LMRLC exige también el dictamen preceptivo de la Comisién Juridica Asesora de
conformidad con el articulo 12.3.

d) Si el Gobierno de la Generalidad dicta medidas de fomento para la fusién o la
agregacién voluntaria de municipios cuando lo aconsejen razones de orden geografi-
co, demogrifico, econémico o administrativo,® o si por la insuficiencia de estas me-
didas este Gobierno inicia un proceso de reforma de la organizacién territorial muni-
cipal que tiene que acabar con una propuesta en forma de proyecto de Ley,* har4 falta
en todo caso el dictamen preceptivo de la Comisién Juridica Asesora.®® Los efectos
juridico-practicos del incumplimiento de este requisito son diferentes. En el primer

42. Recogidos en el articulo 12.1 LMRLC.

43. Las diversas iniciativas posibles estin recogidas en el articulo 17.12 en LMRL.

44. El articulo 18.1 LMRLC dice: «El Gobierno de la Generalidad ha de aprobar la alteracién de los
términos municipales promovida a iniciativa municipal o de los servicios o de los vecinos cuando se
produzca el acuerdo favorable de los municipios interesados y no formulen objeciones los organismes
consultivos a los que se refiere ¢f artculo 17.14. Es evidente que este precepto no hace depender la
tiberead del Gobierno para tomar la decisién que estime, del caricter «no favorables del informe o dicta-
men de los organismos consultivos —y por tanto de la Comisién Juridica Asesora—, sino simplemente
de si en éstos se formulan «objecioness, lo que es diferente. No obstante, no somos de la opinién de que
cualquier «objecién» desvincule al Gobierno de la obligacién de aprobar la alteracién de rérminos muni-
cipales propuesta, sino (inicamente cuando aquellas «objeciones» son esenciales o fundamentales.

45. Ariculo 182 LMRLC.

46. Ariculo 20 LMRLC.

47. Ardculo 21 LMRLC.

48. Articulo 22 LMRLC.
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caso puede dar lugar a la nulidad del acuerdo, cosa que en el segundo caso queda
superada por la intervencién del Parlamento.

Las alteraciones de términos municipales derivadas de las diversas modalidades de
agregaciones-segregaciones han dado lugar a abundantes pronunciamientos de la Co-
misién Juridica Asesora tanto en relacién a los aspectos procedimentales como, muy
especialmente, a la existencia de los presupuestos positivos y obstativos, asi como a la
concurrencia de los requisitos habilitantes de las modificaciones.

Los términos municipales estan presididos por el principio de idoneidad terrrito-
rial y de suficiencia financiera. El primero se encuentra formulado en los articulos
11.2 dela LMRLC y 5 del RDTPEL y estd configurado para dar respuesta adecuada a
fas funciones publicas que el ayuntamiento tiene encomendadas teniendo en cuenta la
conciencia de colectividad, los valores histéricos y tradicionales, asi como la capacidad
de gestion de los servicios pablicos. En definitiva, se postula la existencia de una
superficie territorial que pueda satisfacer aquellas exigencias. Sobre estos particulares
ta Comisién Juridica Asesora, en su Dictamen 274/1994, de 17 de noviembre, dijo
que «el tema de la idoneidad de la dimensién territorial resulta decisorio para la confi-
guracién del mapa municipal, ya que constituye el soporte material de la actividad
prestacional de la Administracién. A pesar de que sea una obviedad, hay que recalcar
que las insuficiencias territoriales predeterminan que la prestacién de los servicios
puablicos no se puedan realizar con un minimo de eficacia y eficiencia (articulo 103.1
de la Constitucién). En definitiva, este es el punto del que se ha de partir y es el
elemento nuclear que hay que preservar» (F] I11}. El segundo principio estd formula-
do, también, con cardcter universal en los articulos 16 de la LMRLC y 6 del
RDTPEL, cuando dicen que «en ningin caso se puede proceder a la alteracién de
términos municipales, si no se garantiza que, después de la operacién, el municipio o
los municipios afectados dispondrén de recursos suficientes para prestar los servicios
minimos obligatorios establecidos por la legislacién de régimen local». En definitiva,
se trata de unos principios que se tienen que respetar en todos los supuestos de altera-
ciones de términos municipales ya que constituyen los principios rectores de la ma-
teria.

A conrinuacién examinamos algunos de los supuestos que se han planteado a la
Comisién Juridica Asesora y que han despertado mds interés.

a) La creacién de nuevos municipios

La creacién de nuevos municipios exige la concurrencia de todos los requisitos
previstos en el articulo 15 de la LMRLC, a saber: &) haber nicleos de poblacién
territorialmente diferenciados; ) contar, los municipios resultantes, con el territorio y
los recursos suficientes para el cumplimiento de las competencias municipales; ¢) no
comportar, la segregacion, disminucién de la calidad media de los servicios que se
prestaban en el municipio; y ) que la segregacién comporte una mejora objetiva en la
prestacién de los servicios del nuevo municipio. Requisitos que se tienen que dar de

49. Dictamen wsobre la segregacién de una parte del término municipal de Calonge para consticuir
un nuevo municipio con la denominacidn de Sant Antoni de Mars,
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manera acumulativa y simultdnea. Requisitos que, por otra parte, es evidente que no
son de aplicacién para los casos de fusién de dos o mis municipios limitrofes con el fin
de constituir uno nuevo. Los conceptos mencionados han sido objeto de una mayor
determinacién por via reglamentaria (RDTPEL).

En efecto, por lo que respecta a lo que se sebe entender por nicleos de poblacién
territorialmente diferenciados, ha quedado resuelto gracias al RDTPEL, como ha te-
nido oportunidad de recordarlo la Comisién Juridica Asesora al decir (Dictamen
11/1994, de 13 de enero) que «si la norma no contuviese ninguna otra explicacién que
la de haber nicleos de ‘poblacién territorialmente diferenciados’, plantearfa, en la
practica, numerosas cuestiones a la hora de precisar si los nicleos de poblacién retinen
o no aque! caricter diferenciado. Consciente el Reglamento de demarcacion territorial
y poblacién de la indudable problematica que plantearia aquel concepto juridicamen-
te indeterminado, lo aclaré haciendo desaparecer aquella indeterminacién al estable-
cer en su articulo 21.1 que se entiende que los ‘nicleos de poblacién son territorial-
mente diferenciados del nicleo donde radica la capitalidad del municipic cuando
entre estos nicleos hay una franja clasificada como suelo no urbanizable de una an-
chura minima de dos mil metros’. Con lo que la previsién de la ley se ha objetivado»
(FJ III )5

El requisito que estamos comentando resulta especialmente interesante ya que el
RDTPEL introduce una flexibilizacién excepcional en la aplicacién de este requisito
que ha sido objeto, en varias ocasiones, de pronunciamiento por parte de la menciona-
da comisién. Asi, en el mismo Dictamen 11/1994, se dice que «la superacién de la
territorialidad como elemento de diferenciacién la permite el propio Reglamento en el
articulo 12.4, al moderar aquella exigencia al decir que no seré de aplicacién ‘cuando
concurran notorios motivos de necesidad o conveniencia social, econémica o admi-
nistrativa que aconsejen la segregacién. En todo caso, (afiade) serd necesario que entre
los niicleos no haya continuidad de edificaciones o que no estén s6lo separados por
una calle, una plaza o zona urbanan, excepcién que, en el caso concreto que dictami-
naba, la Comisién no aprecid, ya que «la flexibilizacién del estricto principio de la
‘diferenciacién territorial’ sélo se puede aplicar cuando las circunstancias son claras y
estin suficientemente acreditadas en el expediente [...]» (F] III a).

Este es uno de aquellos ejemplos que ponen de manifiesto la amplitud de la actua-
cién de la funcién consultiva. No obstante, en el objeto de dictamen, fa Comisién
Juridica Asesora adopté una posicién mds reservada. Asi, en el citado Dictamen
274/1994 (F] V B), y refiriéndose a aquella excepcién, se dice que «si estas considera-
ciones se analizan a la vista del articulo 11.2 de la LMRLC, que establece cudles son
los criterios de la idoneidad de la delimitacién territorial: la conciencia de colectividad
como tal, la existencia de valores histéricos y tradicionales y la capacidad para la ges-
tién de los servicios piblicos, la conclusién a la que se llega es que puede parecer que
es posible reconsiderar la posible aplicacién de la excepcibn antes mencionada. Una
cuestién diferente es si corresponde a esta Comisi6én Juridica Asesora pronunciarse
sobre esta cuestion...» Al respecto dice que no hay «[...} obligatoriedad de un pronun-
ciamiento absoluto sobre esta materia que, por otra parte, comporta una apreciacion
discrecional de las circunstancias concurrentes que, en principio, tiene que valorar el

50. Dictamen «sobre la segregacién del niicleo de I'Estartit, que pertenece al término municipal de
Torroella de Montgrd, para constituirse en municipio independienten.
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Gobierno de la Generalidad sin perjuicio de la recomendacién que esta Comisién
pueda hacer en uno u otro sentido», para llegar a la conclusién de que la «notoriedad»
que la norma exige no se aprecia.

En todo caso, hemos visto que el RDTPEL (articulo 12.4) impone una limitacién
para la aplicacion de la excepcién que venimos comentando y es que no haya conti-
nuidad de edificaciones o que los nticleos solo estén separados por una calle, una plaza
o una zona urbana. Circunstancia que hay que tener presente ya que, si bien es verdad
que las valoraciones ficticas se han de hacer en el momento de la tramitacién del
expediente, también resulta cierto que las segregaciones no tienen que responder a
situaciones coyunturales y pasajeras, y que por tanto han de tener una vocacién de
permanenc:a, lo que, tal como también ha dicha la Comisién en diversas ocasiones,’
exige hacer una previsién del posible desarrollo en el futuro del nicleo que hay que
segregar, con el fin de evitar eventuales disfuncionalidades territoriales.

La ideneidad territorial y la suficiencia de recursos también ha merecido atencién
por parte de la Comisién Juridica Asesora. En efecto, respecto de la idoneidad territo-
rial, el RDTPEL no ha precisado mas el concepto, pero la Comisién ha dicho (Dicra-
men 11/1974) que se tiene que interpretar en el sentido de la idoneidad para el ejerci-
cio de las funciones piiblicas atribuidas teniendo en cuenta fos criterios previstos en el
articulo 11 de la LMRLC.

Por lo que respecta a la suficiencia de recursos, el articulo 12.2 del RDTPEL
entiende que existe «cuando la media de los recursos ordinarios que se han generado
en cada uno de los territorios, en los dltimos tres presupuestos ordinarios, es suficiente
para atender los servicios obligatorios»; este requisito en la prictica ha planteado me-
nos cuestiones de las que, inicialmente, podria parecer.

La exigencia de que no se produzca disminucién de la calidad media de los servi-
cios municipales que se venian prestando en el municipio (articulo 11.1¢ del
RDTPEL) hasido precisada en el articulo 12.3 del mismo texto al decir que el requisi-
to se cumple «cuando los ingresos ordinarios per capita de los municipios resultantes
de la segregacién son, como minimo, iguales o supetiores al 75% de la media corres-
pondiente a los municipios con un ndmero parecido de habitantes de la comarca
respectivan.

Finalmente, queda rodavia por decir algo respecto a la condicién positiva que deriva
del requisito de la LMRLC relativaa que la segregacién tiene que comportar una mejora
objetiva en la prestacién de los servicios en el nuevo municipio (articulo 15.2), requisito
que no ha sido objeto de desarrollo por el RDTPEL. Sobre este particular, la Comisién
Juridica Asesora ha tenido oportunidad de pronunciarse en alguna ocasién. Asi, en el
citade Dictamen 11/1994, se dijo que «la finalidad del precepto es clara, ya que preten-
de evitar que la segregacién —aunque formalmente fuera posible— vaya en perjuicio de
la calidad de los servicios y, consiguientemente, de los ciudadanos, que en definitiva son
sus destinatarios. La mejora tiene que ser objetiva y se ha de justificars (F] IV C). Yen el
Dicramen 274/1994 se afiadié que este requisito no tiene la autonomia absoluta «yaque
el requisito de la suficiencia de los recursos se tiene que cumplimentar con la exigencia
que la ley prevé [...]. Dicho mas llanamente, €l municipto que se mantiene no tiene que
perder nada desde el punto de vista de los servicios y el que se crea ha de mejorar la
calidad de los servicios que recibia» (FJ [II D).

51. Dictamen 274/1994, (F] IV ¢).
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b) Agregaciones totales y fusiones; y segregaciones-agregaciones parciales

La LMRLC da facilidades cuando se trata de agregaciones totales de uno o varios
municipios a otro limitrofe o de simples fusiones. El articulo 13 de la LMRLC es-
tablece que para que se pueda realizar alguna de las alteraciones descritas s6lo se preci-
sa la concurrencia de alguno de los requisitos siguiences: @) que haya insuficiencia de
medios econdémicos, materiales y personales para la gestién de los servicios mi{nimos
obligatorios; £} que los niicleos de poblacién formen un solo conjunto con continui-
dad urbana; o ¢} que consideraciones de orden geogrifico, demogrifico, econémico o
administrativo lo hagan aconsejable. En cualquiera de los supuestos se produce la
supresién del municipio o municipios afectados.

La previsién legal ha sido también objeto de algin desarrollo en los articulos 7 al
10 del RDTPEL. Las operaciones de agregaciones totales estdn sujetas al cumplimien-
to de tres principios: que el municipio a favor del que se ha de hacer la incorporacién
tenga mayor contenido y potencial demogréfico y econémico y disponga de los me-
dios personales y materiales para gestionar todos los servicios; que los municipios o
mubnicipio objeto de agregacién queden suprimidos y que su territorio se incorpore al
municipio al que se agrega; y que el municipio que agrega suceda a los agregados en
todos sus derechos, obligaciones y asuma su personal.

La insuficiencia de medios viene determinada por el articulo 8.1 del RDTPEL
para los supuestos en los que los déficit en las infraestructuras y equipamientos de los
servicios minimos no pueden ser cubiertos con los recursos ordinarios del municipio,
y por la remisién a los casos previstos en el articulo 66.1 de la LMRLC.*

Hemos de adelantar que las causas que legitiman las segregaciones-agregaciones
parciales son las mismas que las descritas para las agregaciones totales, con la exclusién
de los supuestos de la insuficiencia de medios que no puede dar lugar a aquella preten-
stén.

La referencia introducida en el articulo 7.2 del RDTPEL, que dice que el munici-
pio a favor del que se hace la incorporacién ha de ser de mayor contenido y potencial
demografico y econémico, plantea dos problemas, que han sido objeto del Dictamen
176/1995, de 7 de noviembre. En efecto, en el mencionado Dictamen se dice que las
cuestiones que plantea son «una, la de si es 0 no de aplicacién a los supuestos de
agregaciones parciales y, la otra, para el supuesto de una contestacién afirmariva, cui-
les han de ser los términos de la comparacién. Es decir, si lo que se tiene que comparar
son los dos municipios (el que recibe la agregacion y el que la pierde) o, por el contra-
rio, el municipio que recibe la agregaci6n y el potencial del territorio que pretende
segregarsen. Para la Comision, el articulo 7.2 del RDTPEL est4 pensado para los su-
puestos de agregaciones totales y entiende que la trascendencia de este articulo es més
formal que material por las dos razones siguientes: «la una, porque al tratarse de una
agregaci6n total la tnica cosa que estd predererminando el precepto es el nombre del

52. «a) Municipios que, por insuficiencia de capacidad financiera, por la especial estructura del
territorio ¥ de los asentamientos de la poblacién o por otras causas técnicas, no pueden establecer o
prestar adecuadamence o eficientemente los servicios minimos de su competencia. 4) Municipios en
los que las partidas presupuestarias para retribuir las funciones piblicas necesarias constituyen més del
cincuenta por cienro de su capacidad financiera. ¢} Municipios de pablacién diseminada o configura-
dos por diversos niicleos de poblacién, siempre que ninguno de ellos agrupe mis de cincuenta habiran-
tes.»
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municipio que ha de perpetuarse {que tiene que ser el de mayor potencialidad econé-
mica y suficiente capacidad de gestion), cuestién que puede ser importante desde el
punto de vista sociolégico e histérico, pero no desde el punto de vista de la finalidad
de la agregacién; y la otra, que en el supuesto de que la agregacién no se resuelva a
favor del municipio —digamos mds importante— el resultado serd materialmente ¢l
mismo aunque formalmente sea diferente al producirse por la via de la fusién». El
Dictamen prosigue: «Pero este razonamiento no es miméticamente aplicable a los
casos de agregaciones parciales —a pesar de que, como ya hemos visto, dos de los
supuestos que legitiman la agregacién total legitiman la agregacién parcial—, ya que
en estos casos segun cudl sea la interpretacién que se haga del articulo 7.2 del
RDTPEL la trascendencia del precepto puede ser decisiva e, incluso, puede impedir la
segregacién aunque se den las circunstancias objetivas de tipo urbanistico, geografico,
demogréfico o econémico que lo aconsejen. Es aqui donde cobra especial importancia
la determinacién de cudles tienen que ser los términos de la comparacién segin el
articulo 7.2 del RD'TPEL. La mayor potencialidad econémica y demogrifica se ha de
postular del municipio que recibe la agregacién respecto del que la pierde o, por el
contrario [...] respecto del territorio objeto de segregacién. Esta Comisién Juridica
Asesora ya ha tenido oportunidad de pronunciarse sobre esta cuestién (dictdmenes
23/1990, 91/1993 y 52/1995) en los que ha sostenido el criterio de que los términos
de comparacién se tienen que producir entre el municipio que recibe la agregacién y el
territorio objeto de segregacién y no el municipio del que proviene. En el dictamen
citado en primer lugar se dijo sobre este particular: ‘En caso de segregacién de una
parte de un municipio este articulo (7.2 del RDTPEL) no se puede interpretar en el
sentido de exigir que el municipio al que se agrega ha de ser mayor que el municipio
del que forma parte, ya que la relacién establecida en el mencionado apartado 2 se
produce entre las dos entidades que se agregan o, come alternativa, se fusionan. Por
eso, en el caso que nos ocupa la relacién se tiene que referir a la parte del municipio
que se segrega y el municipio al que se quiere agregar: este segundo no puede tener un
potencial demografico y econdémico menor que la parte que se le quiere agregar’s. La
Comisién afiadié en este Dictamen una serie de consideraciones en relacién con el
mencionado precepto que confirman las anteriores valoraciones y que por su interés
reproducimos a continuacién: «a) el articulo 7.2 del RDTPEL esti pensado para las
agregaciones totales y no las parciales; ) como hemos visto, la trascendencia del pre-
cepto en los casos para los que ha sido inicialmente concebido es muy relativa; ¢) en
estos supuestos el precepto no tiene ninguna funci6n decisoria desde el punto de vista
marerial; &) la Gnica ratio del precepto es evitar que los municipios con menor po-
tencialidad y menor capacidad de gestién se responsabilicen de la agregacién; e) en
estos casos la alternativa es la fusién, con un resultado final materialmente similar; f)
por el contrario, cuando el precepto se aplica a las agregaciones parciales, si los térmi-
nos de comparacién fuesen los de los municipios afectados, nos encontrariamos con
que entonces el precepro adquiritia una capacidad decisoria que incluso no tiene,
como hemos visto, en los supuestos para los que fue redacrado; y g/ si se aplicase el
articulo en la forma descrita se legaria a la conclusién de que las circunstancias que
legitiman la segregacién, segiin la ley, serfan subalternas del “criterio” descrito por el
reglamento en favor de la mayor potencialidad, lo que puede impedir la segregacién
sin ofrecer ninguna férmula alrernartivar.

Del articulo 7 del RDTPEL merece algiin comentario la causa legitimadora, pre-
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vista en el ndmero 1, apartado ¢, de la agregacién por «razones de orden geogrifico,
demografico, econdémico o administrativo que lo hagan aconsejable», criterios muy
indeterminados pero que el propio reglamento se ocupa de ceiiir en el articulo 8.3, al
decir que quedan comprendidos en estos supuestos: los municipios que tengan un
ndmero de habitantes inferior a 250; cuando la mayoria de los servicios minimos han
sido objeto de dispensa o son prestados por entes supramunicipales por via supletoria;
cuando la evoluci6n de los sectores, primario, secundario o terciario estd estancada o
es regresiva; y finalmente, cuando se mejora la capacidad de gestién de los servicios
municipales o hay posibilidad de aumentar o ampliar los existentes.

Estos criterios son también aplicables para los supuestos de segregaciones-agrega-
ciones parciales por la via del articulo 144 del RDTPEL en relacién con la remisién
expresa que el articulo 15 del propio reglamento hace a los articulos antes menciona-
dos (al articulo 7.2 y al 7.3, que se complementa con el articulo 8).

¢) Las disfuncionalidades territoriales

Las disfuncionalidades territoriales constituyen una modalidad de modificaciones
de términos municipales (articulo 12.3 LMRLC) identificadas en el articulo 41 del
RDTPEL, como situaciones patolégicas en las que se puede encontrar el nicleo de
poblacién -por ejemplo: micleo, no capital de municipio anexo al niicleo vecino, o
partido por mds de un municipio, etcétera—, enclaves y disfuncionalidades provoca-
das por el paso de grandes infraestructuras o «continuum urbanos».

La caracteristica de este tipo de alteraciones de términos municipales estriba en el
hecho de que la iniciativa parte de la Comisién de Delimiracién Territorial, de forma
aurénoma o por indicacién del consejero de Gobernacién (articulo 42 del RDTPEL).
Desde el punto de vista procedimental se tiene que apuntar que se precisa la inter-
vencién preceptiva de la Comisién de Urbanismo correspondiente (articulo 43
RDTPEL), aparte del dictamen de la Comisién Juridica Asesora, segin ya se ha indi-
cado mas arriba.

Esta figura ha dado lugar a algunas reflexiones por parte de la Comisién Juridica
Asesora, que en el Dictamen 34/1994, de 10 de febrero, ha tenido ocasién de dar su
opini6n, que a continuacién recogemos. El alto organismo asesor se planted si, efecti-
vamente, la iniciativa es exclusiva de la Comisidn de Delimitacién Territorial y a tal
efecro dijo: «La regulacién y sistemitica del reglamento respecto de esta cuestién nos
conduce a creer inicialmente en una respuesta afirmativa... Para aclarar esta duda
resulta indispensable ver qué entiende la norma por disfuncionalidades territoriales.
Pues bien, éstas estdn ampliamente descritas en el articulo 41 del RDTPEL... {en)
...esta enumeracién —no exhaustiva, pero suficiente— creemos que queda claro que
los supuestos transcritos son susceptibles de ser reconducidos, por ejemplo, a los casos
de segregacién para agregarse a otro municipio, previstos en el articulo 14 del
RDTPEL que describe como supuestos ‘los nicleos de poblacién (que) forman un
solo conjunto con continuidad urbana’, o ‘cuando consideraciones de orden geogréfi-
co, demografico, econémico o administrativo lo hacen necesario o aconsejable» (F]

I1).%

53. Otros temas de disfuncicnalidades territoriales se pueden ver en los dictimenes 45/1990, de 20
de diciembre, (FJ 11 C) y 137/1992, de 10 de diciembre.
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C) Las entidades municipales descentralizadas

Las entidades municipales descentralizadas® son la versién catalana de las tradicio-
nales entidades locales menores. La LMRLC ha seguido un criterio basicamente conti-
nuista de estos entes locales tanto en lo que respecta a su configuracién legal como con
su nimero. Las efitidades municipales descentralizadas son de carécter local con 4mbi-
to inferior al municipal, con plena autonomia, en el 4mbico de sus atribuciones, para
la administracidn del nacleo de la poblacién (articulo 80 LMRLC).

No obstante, la Ley configura las entidades municipales descentralizadas con una
autonomia delimitada por las pocas competencias que les atribuye® —a pesar de que
se pueden incrementar por delegacién— y por la fiscalizacién que sobre los acuerdos
de operaciones de crédito, expropiacién forzosa y disposicién de bienes ejerce el ayun-
ramiento, ya que los ha de ratificar para que tengan eficacia.

A través de estas entidades municipales descentralizadas el ordenamiento permite
que concentraciones de poblacién —siempre que constituyan nicleos separados en
los que el ayuntamiento® no tenga su sede— puedan llegar a tener un reconocimiento
juridico, criterio al que se ha referido la Comisién Juridica Asesora en diversas ocasio-
nes, asi en el Dictamen 5/1994, de 13 de enero, al decir que «el ordenamiento juridico
ha abierto la posibilidad de una auténtica administracién descentralizada de 4mbito
inferior al municipal, sin romper la unidad del municipio, como via mas adecuada
para canalizar y dar salida a las dificultades ordinarias que en la vida municipal genera
la existencia [...] de diferentes nicleos de poblacion». La Comisién Juridica Asesora
interviene en este ambito en dos momentos diferentes aunque ambos responden a la
misma finalidad, es decir, a la constatacién de la concurrencia de los requisitos que
hacen posible la existencia de las entidades municipales descentralizadas. El primer
supuesto se refiere a la determinacién de cudles son las entidades locales menores que
por conversidn se tienen que mantener como entidades municipales descentralizadas;
la otra se refiere a la intervencion singularizada para los supuestos de constitucién,
modificacién o supresion de las entidades municipales descentralizadas.

a) La conversion de las entidades locales menores en entidades municipales
descentralizadas

En efecto, el primer supuesto deriva de la previsién de la disposicién cransitoria
segunda de la LMRLC que establece que «el Gobierno de la Generalidad, en el plazo
de un afio a contar desde la entrada en vigor de esta Ley, tiene que determinar cuiles

54. las entidades municipales descentralizadas estdn reguladas en los arciculos 76 al 80 de la
LMRLC en los articulos 75 al 89 del RDTPEL.

55. Elarticulo 79.1 de la LMRLC establece las siguicnees competencias: «) la vigilancia de los bienes
de uso piblico y de los comunales; 4) }a conservacién y administracién de su patrimonio, incluido el
forestal, y la regulacion del aprovechamiento de sus bienes comunales; ¢) el alumbrado piiblico y la
limpieza vial; y &) la ejecucién de obras y la prestacion de servicios de competencia municipal de interés
exclusivo de Ia entidad, cuande no van a cargo del respecrivo municipio o de lx comarca. Véanse: Pou i
Viver, Tomas, y Romero Duran, Manucl: «Les entitats municipals descentralitzades a Caralunya. Criteri
juridic delimicador de les scves comperénciess, Revista furidica de Catalunya, nim. 4 (1993), pig. 47 a
G68; Rigau i Caixes, Josep M., «Regulacié legal i jurisprudencial concernent als ambits competencials de
les entitas municipals descentraliczadess, Revista furidica de Catalunya, nim. 1 (1995), pdg. 51 a 73.

56. Articulo 80.3 de la LMRLC.

57. Articulo 76.2 LMRLC y 75 RDTPEL.
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de las actuales entidades locales menores han de seguir existiendo como entidades
municipales descentralizadas, de acuerdo con los criterios y los requisitos establecidos
por el articulo 77.2 y con lo que establece el apartado 4.c del mismo precepto». La
aplicacién de esta disposicién por parte del Gobierno ha dado lugar a dos dictimenes
de la Comisién Juridica Asesora —el 59/1991, de 5 de septiembre, y el 33/1992, de 9
de abril—. El precepto plantea varias cuestiones que pasamos a referir:

Primera. La de determinar si en este caso es preceptiva o no la intervencién de la
Comisién Juridica Asesora, ya que la remisién que la disposicién transitoria hace al
apartado 4.¢ del articulo 77 de la LMRLC puede dar lugar a alguna duda a pesar de
que no ha sido planteado por la Comisién Juridica Asesora. El proyecto mencionado
dice que se puede proceder a la modificacién o supresién de las entidades municipales
descentralizadas, entre otros supuestos, por «acuerdo del Gobierno de la Generalidad,
cuando motivos de orden econémice o administrative lo hagan aconsejable con con-
sulta previa a la entidad y al ayuntamiento». Precepto que es preciso completar con el
punto 5 del mismo articulo, que establece que en los casos «sefialados por las letras 2 y
& del apartado 4, es necesaria la aprobacién definitiva del Gobierna de la Generalidad
¥, en todo caso, tienen que informar previamente la Comisién de Delimitacién Terri-
torial y la Comisién Juridica Asesora». La redaccién del precepto y su interpretacién
literal parece que puede llevar a la conclusién de que la intervencién de las menciona-
das comisiones s6lo es preceptiva en los supuestos de los apartados 2 y & —en los que
la iniciativa la promueven la entidad o el ayuntamiento—, pero no cuando es el Go-
bierno, a menos que a la expresién «en todo caso» se le quiera dar una proyeccién
sobre supuestos que el niimero 5 del precepto no prevé,

No creemos que ésta haya sido la voluntad del legislador ya que la preceptividad
de la intervencién de la Comisién Juridica Asesora que la LMRLC prevé es general en
esta materia, incluso para los supuestos en que el Gobierno haga uso de las medidas
que pueden dar lugar a la creacién de entidades municipales descentralizadas’® me-
diante el fomento de la agregacin o fusién de municipios o de reforma de la organi-
zacion.

No obstante, parece también que el RDTPEL, para los casos de modificacién o
supresién a iniciativa del Gobierno, omite la intervencién tanto de la Comisién de
Delimitacién como de la Comisién Juridica Asesora, ya que el articulo 79 y siguientes
del mencionado reglamento sélo se refieren a los supuestos de constitucién de entida-
des municipales descentralizadas. A pesar de todo, parece més un olvido que un deseo
de exclusién,

Segunda. La segunda cuestién que plancea la disposicién transitoria es que no
habla de constituir entidades municipales descentralizadas, sino de determinar qué
entidades locales menores tienen que «continuar» existiendo como entidades munici-
pales descentralizadas, circunstancia que ya puso de manifiesto el Dictamen 59/1991,
de 5 de septiembre, afiadiendo que «aunque el enunciado de la mencionada Disposi-
cién Transitoria es positivo, resulta obvio que la norma comporta implicitamente la
posibilidad de decidir la no continuidad, st procede, de algunas de las actuales entida-

58. El procedimicnto para las medidas de fomento y reforma estd regulado respectivamente en los
articulos 20 y 21 de la LMRLC. Por otra parte, ¢l articulo 22 de la misma Ley establece que para la
aplicacién de lo que establecen los mencionados articulos es preciso, ademis del informe de la Comisi6én
de Delimitacién Territorial, el dictamen de la Comisidn Juridica Asesora.
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des locales menores». Por tanto, esta disposicién no fue creada para constituir, sino
meramente para hacer —como hemos dicho antes— la necesaria conversién de las
tradicionales entidades locales menores. El 4mbito de aplicacién de la mencionada dis-
posicién era preciso y determinado, ya que como se dijo en el citado dictamen «la
LMRLC no suprimi6 las entidades locales menores sino que, manteniéndolas transi-
toriamente, Gnicamente facultd al Gobierno para decidir su continuidad como enti-
dades municipales descentralizadas o su supresiénn.

Tercera. La disposicén transitoria que venimos comentando plantea otras cuestio-
nes, algunas de ellas tratadas por la Comisién Juridica Asesora (como por ejemplo el
ejercicio extemporineo del mandato que contiene) pero que por el hecho de ser co-
laterales al objeto de las presentes reflexiones las dejamos a un lado.”

&) Supuestos de intervencién de la Comisién Juridica Asesora en la creacidn,
modificacién o supresién de entidades municipales descentralizadas

En el reciente Dictamen de la Comisién Juridica Asesora 259/1996, de 26 de
julio, se recordaba que en el Dictamen 10/1991, de 7 de marzo, se planteé por vez
primera la funcionalidad y la tipologia de las entidades municipales descentralizadas,
al decir que estas entidades «pueden ser de dos tipos en funcién de su origen, Unas son
aquellas que tienen su origen en la fusién o agregacién de municipios (a las que se
refiere el articulo 79.3 LMRLC) y que podemos llamar de ‘primer grado’, y las otras
son las creadas de nuevo, bien por iniciativa de los vecinos o del ayuntamiento, y que
en todo caso podemos designar de ‘segundo grado’» (FJ II B). La LMRLC parece que
prevea otra modalidad que estaria integrada por la constitucién de entidades munici-
pales descentralizadas creadas por disposicién legal de acuerdo con la previsién del
articulo 21.44 de la LMRLC. No obstante, hay que reconocer que este supuesto se
tendria que reconducir a las creaciones de entidades municipales descentralizadas que
hemos llamado de ‘primer grado’.

En todo caso, parece destacable que a menudo las entidades municipales des-
centralizadas constituyan una férmula juridica nacural de solucidén substitutiva 2 la
creacién de municipios, especialmente si se tiene en cuenta el cardcter restrictivo de la
LMRLC para la creacién de nuevos municipios. La Comisién Juridica Asesora ha
tenido oportunidad de pronunciarse en varias ocasiones sobre este particular como lo
demuestran una serie de dictimenes (10/1991, de 7 de marzo, 259/1996, de 25 de
julio); sugiriendoe en orros la creacién de entidades municipales descentralizadas como
alternativa a la imposibilidad de la creacién de nuevos municipios por falta de los
requisitos legales —dictimenes 89/1993, de 17 de junio,* 5/1994, de 13 de enero,
11/1994, de 13 de enero, o el Dictamen 274/1994, de 17 de noviembre.

Finalmente, hay que recordar, como ya hemos dicho, que la intervencién de la

59. Dictamen 59/1991, de 5 de septiembre, Fj 1V.

60. En el F] V se dice sobre este particular: «Llegado a este punto y resultando manifiesto que la zona
para la que pide la segregacidn censtituye un ndicleo claramente diferencial, se hace necesario buscar una
solucién —ya apuntada en el expediente— que puede ser mediante la creacién de una enridad municipal
descentralizada, formula juridica narural de solucién substitutiva de la creacién de municipios por segre-
gacion (Dictamen 10/1991), o reconsiderar de oficio por la Adminiseracién la pretendida segregacién,
pere con un dmbito territorial diferente, o finalmente abordar la cuestién con mis profundidad y resolver
la disfuncionalidad cerritorial {articulo 41.2 RDTPEL) que representa el territorio del enclave. .
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Comisién Juridica Asesora es en tados los supuestos preceptiva, tanto si se trata de la
creacion de las entidades municipales descentralizadas como de su meodificacién o
supresion si la iniciativa es municipal o vecinal. No obstante, hay que hacer una dis-
tincién, ya que no siempte tiene la misma intensidad, dado que en algin caso el
dictamen ademés de ser preceptivo tiene cardcter vinculante obstativo. Este es el su-
puesto de la constitucién de las mencionadas entidades municipales, ya que el articulo
77.1 de la LMRLC dice que el Gobierno de la Generalidad <ha de aprobar la creacién
cuando el acuerdo del ayuntamiento y los informes de las comisiones son favorables».
Se refiere naturalmente a la de Delimitacién Territorial y a la Comision Juridica Ase-
sora.

V. Consideraciones finales

El recorrido descrito no ha tenido otra pretensién que la de hacer una serie de
reflexiones sobre la funcién juridico-consultiva en relacién con las delimitaciones te-
rritoriales locales y sus modificaciones. Toda funcién juridico-consultiva no se ha de
limitar a una mera depuracién formal y externa, sino que ha de velar por el cumpli-
miento de los principios y valores constitucionales en toda su extensién. Esta no es
—como hemos visto— una interpretacién interesada, sino que deriva de la propia
LMRLC.

Mas todavta, l2 mencionada Ley otorga a la Comisién Juridica Asesora unas fun-
ciones consultivas que adquieren una extraordinaria amplitud desde una doble pers-
pectiva: por una parte, pot lo que respecta al alcance de su actuacién —con la obliga-
cién, incluso, de formular una propuesta en un caso y en otros de ponderar la
oportunidad juridico-administrativa—; y, por otra, por el hecho de otorgar a los dic-
tdmenes, en diversas ocasiones, una eficacia vinculante absoluta, aunque compartida.

Esta caracteristica, hoy ciertamente infrecuente en nuestro ordenamiento, tiene en
nuestra opinién una dnica justificacién: la proteccién de las iniciativas vecinales y
municipales en una materia tan delicada como son las segregaciones y otras modifica-
ciones territoriales. Esta configuracién delimita la discrecionalidad que el Gobierno
podia tener en esta materia, con lo que queda muy claro que la finalidad de la inter-
vencién del alto 6rgano consultivo no es otra que la de garantizar la base de participa-
cién democritica y autonémica local.

Aunque éste no haya sido el objeto del presente trabajo, parece conveniente ad-
vertir, una vez mias, de la existencia de un excesivo niimero de municipios. Pero esta
observacién no va dirigida tanto a evitar la creacién de nuevos municipios como a que
se instrumenten medidas que estimulen las fusiones y agregaciones de aquellos muni-
cipios que no cuentan con los requisitos necesarios para atender por si mismos, con
suficiencia, las responsabilidades piblicas encomendadas por el ordenamiento.








